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HOJA DE RUTA DEL PROCESO DE CREACIÓN DE UN INSTRUMENTO SOBRE 
LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO 10 EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE 

 
 
Los países de América Latina y el Caribe signatarios de la Declaración sobre la aplicación del Principio 
10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo1, 
 
 Recordando la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el Programa 21, el Plan para la ulterior 
ejecución del Programa 21, la Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible, el Plan de 
Aplicación de las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible y el documento final 
de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, celebrada en Río de Janeiro 
(Brasil) en junio de 2012, titulado “El futuro que queremos”, 
 
 Decididos a alcanzar compromisos para la implementación cabal de los derechos de acceso a la 
información, participación y justicia ambientales consagrados en el Principio 10 de la Declaración de Río, 
entendiéndolos como requisitos indispensables para la construcción de una ciudadanía comprometida con 
el desarrollo sostenible, 
 
 Destacando que los países miembros de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños 
(CELAC) reconocieron la necesidad de construir un espacio común con el propósito de profundizar la 
integración política, económica, social y cultural de nuestra región y establecer compromisos efectivos de 
acción conjunta para la promoción del desarrollo sostenible de América Latina y el Caribe en un marco de 
unidad, democracia, respeto irrestricto a los derechos humanos, solidaridad, cooperación, 
complementariedad y concertación política2, 
 
 Teniendo presente que el acceso a la información constituye la piedra angular de todas las 
sociedades democráticas y que es imprescindible proceder activamente para incorporar al dominio 
público la información ambiental, haciendo todo lo posible por garantizar un acceso fácil, rápido, efectivo 
y práctico a dicha información, 
 
 Reconociendo que es imprescindible promover la participación de todos los sectores de la 
sociedad en el desarrollo de los temas que constituyen la agenda ambiental de la región, como factor 
relevante en el proceso de construcción y conformación de una conciencia colectiva sobre el patrimonio 
natural y cultural con el que cuentan nuestros pueblos, a efectos de erradicar la pobreza y las 
desigualdades y restablecer el equilibrio y la salud e integridad de nuestro planeta, 
 
 Recordando que, como eje fundamental del Principio 10, la ausencia y/o limitaciones de medios 
idóneos de acceso a la justicia ambiental priva a las personas del "derecho al derecho", al negarles y/o 
restringirles los medios reales para su efectivo ejercicio, y que los principios que sustentan el estado de 
derecho, así como la igualdad y las condiciones de accesibilidad y efectividad, deben darse no solo al 
inicio sino a lo largo de todo el proceso de resolución, 
 

                                                            
1  A/CONF.216/13. 
2  Declaración de Cancún de las Jefas y los Jefes de Estado y de Gobierno de los países de América Latina y el 

Caribe, reunidos en la Cumbre de la Unidad constituida por la XXI Cumbre del Grupo de Río y la II Cumbre de 
América Latina y el Caribe sobre Integración y Desarrollo (CALC), en la Riviera Maya (México), el 23 de 
febrero de 2010. 
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 Recordando que, en el documento final de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Desarrollo Sostenible, titulado “El futuro que queremos”, entre las varias disposiciones referidas al 
Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, los Jefes de Estado y de 
Gobierno y los representantes de alto nivel reconocieron que la democracia, la buena gobernanza y el 
estado de derecho, en los planos nacional e internacional, así como un entorno propicio, son esenciales 
para el desarrollo sostenible, incluido el crecimiento económico sostenido e inclusivo, el desarrollo social, 
la protección del medio ambiente y la erradicación de la pobreza y el hambre; recalcaron que la 
participación amplia del público y el acceso a la información y los procedimientos judiciales y 
administrativos son esenciales para promover el desarrollo sostenible, y alentaron la adopción de medidas 
a nivel regional, nacional, subnacional y local para promover el acceso a la información, la participación 
del público en la adopción de decisiones y el acceso a la justicia en asuntos ambientales, cuando proceda, 
 
 Recordando también que en la Declaración sobre la aplicación del Principio 10 de la Declaración 
de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo —que genera este proceso— solicitamos a la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) de las Naciones Unidas que colabore en él como 
secretaría técnica, impulsando y aprovechando las sinergias de los organismos regionales e 
internacionales relevantes en el marco del Mecanismo de Coordinación Regional de las Naciones Unidas, 
 
 Teniendo presente que, en la Declaración sobre la aplicación del Principio 10, los signatarios 
reconocimos la necesidad de alcanzar compromisos para la implementación cabal de los derechos de 
acceso a la información, participación y justicia ambientales, señalando que América Latina y el Caribe 
podía y debía dar un paso significativo en esta materia, 
 
 1. Decidimos aprobar la presente hoja de ruta, a fin de iniciar un proceso destinado a fortalecer el 
diálogo y la cooperación regional y contar con un instrumento regional en materia de derechos de acceso 
a la información, participación y justicia ambientales, cuyos principios y objetivos principales serán: 
 

a)  alcanzar una visión común sobre la importancia y los beneficios de los derechos de acceso del 
Principio 10, los valores y principios subyacentes a estos y a su debida aplicación, tales como 
la transparencia, la igualdad, la inclusión, la proactividad, la colaboración, la prevención y la 
progresividad; 

 
b)  reconocer las condiciones particulares de cada país signatario, en el examen de iniciativas 

legales, políticas, diagnósticos y prácticas; 
 
c)  promover el intercambio y la intensificación de la cooperación regional e internacional, 

considerando los avances, instrumentos, experiencias y prácticas existentes en la materia 
desde la consagración del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo, tales como la Convención de Aarhus sobre el Acceso a la Información, la 
Participación del Público en la Adopción de Decisiones y el Acceso a la Justicia en 
Cuestiones Ambientales, las Directrices para la elaboración de legislación nacional sobre el 
acceso a la información, la participación del público y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales (Directrices de Bali); la Estrategia Interamericana para la participación pública 
en la toma de decisiones sobre medio ambiente y desarrollo sostenible en las Américas, y la 
Alianza para el Gobierno Abierto, entre otros; 

 
d)  promover la realización de actividades dirigidas tanto a la sociedad civil como al sector 

público, que incluyan, entre otras, educación, formación, información y sensibilización, con 
el propósito de contribuir a la aplicación efectiva de los derechos de acceso a la información, 
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participación y justicia ambientales, y proporcionar a las personas conocimientos, 
capacidades y comprensión para que participen en su plena implementación;  

 
e)  organizar y poner en marcha, o canalizar a través de esquemas locales, un proceso incluyente 

que permita la contribución significativa de todos los sectores involucrados para lo cual se 
establecerán mecanismos concretos y amplios que promuevan y canalicen su debida 
participación; 

 
 2. Reafirmamos la importancia que tienen la participación y las contribuciones de la sociedad 
civil en este proceso, para lo cual en la medida de las capacidades de cada país se considerarán medidas 
apropiadas a nivel regional y nacional, tales como mantener información actualizada del proceso y 
realizar consultas electrónicas y otras formas de participación, además de asegurar la difusión nacional y 
el apoyo a actividades organizadas por la sociedad civil en los respectivos países, y se utilizarán para la 
acreditación las normas, prácticas y mecanismos internacionalmente acordados en las Naciones Unidas y 
la CEPAL; 
 
 3. Reiteramos que el presente proceso está abierto a todos los países de América Latina y el Caribe; 
 
 4. Convenimos que, para implementar la presente hoja de ruta, se elaborará un plan de acción que 
presentará la mesa elegida por los países signatarios y que contará con el apoyo de la CEPAL como 
secretaría técnica, además del eventual asesoramiento de expertos reconocidos en la materia, a solicitud 
de la mesa. Este plan se someterá a aprobación durante el primer cuatrimestre de 2013 y contemplará: 
 

a) la calendarización de encuentros de los puntos focales, que se reunirán a lo menos una vez al 
año, sin perjuicio de celebrar reuniones y crear subgrupos que se estimen pertinentes en razón 
de los objetivos generales acordados en esta hoja de ruta; 

 
b) la consideración de las propuestas y recomendaciones emanadas de los procesos de consulta 

nacional, incluidos los llevados a cabo por los organismos de las Naciones Unidas, en función 
de los acuerdos alcanzados en Río+20, para contribuir a los objetivos de desarrollo más allá 
de 2015;  

 
c) la elaboración de informe sobre la situación de los derechos de acceso del Principio 10 en los 

países signatarios y la identificación de sus necesidades de asistencia técnica y creación de 
capacidades, sobre la base de información aportada por los países y en consulta con estos y de 
las contribuciones de las organizaciones de la sociedad civil; 

 
d) la elaboración de un informe en el que se compilen prácticas en materia de derechos de 

acceso del Principio 10 nacionales e internacionales que incluya un examen de las formas y 
experiencias de participación ciudadana de la sociedad civil; 

 
e) la realización de un proceso de consulta, coordinado por la mesa y bajo modalidades a 

acordar por los países signatarios, con el objetivo de definir la naturaleza y contenidos del 
instrumento regional.  

 


